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PROYECTO DE RESOLUCIÓN
FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA
(Acordado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el 14 de junio de 2019
para su presentación al Consejo Permanente)


LA ASAMBLEA GENERAL,

REAFIRMANDO las normas y principios generales del derecho internacional y la Carta de la Organización de los Estados Americanos; 
CONSCIENTE de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y establece que uno de los propósitos esenciales de la Organización es “promover y consolidar la democracia representativa dentro del principio de la no intervención”; 
RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2703 (XLII-O/12), AG/RES. 2768 (XLIII-O/13), AG/RES. 2853 (XLIV-O/14), AG/RES. 2891 (XLVI-O/16), AG/RES. 2894 (XLVI-O/16),
AG/RES. 2905 (XLVII-O/17), AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18) y todas las resoluciones anteriores aprobadas sobre este tema; 
VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2018-junio 2019” (AG/doc.xxx/19 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP); y 
CONSIDERANDO que los programas, actividades y tareas establecidas en las resoluciones de competencia de la CAJP coadyuvan al cumplimiento de propósitos esenciales de la Organización de los Estados Americanos (OEA) consagrados en su Carta, 
I. ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS

RESUELVE:

1.
Encomendar al Consejo Permanente, a la Secretaría General y a los demás órganos comprendidos en el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, que continúen trabajando en la implementación de los mandatos aplicables y vigentes contenidos en resoluciones anteriores de la Asamblea General asignadas a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), salvo que en determinada resolución se exprese lo contrario. 
2.
Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichas resoluciones mediante el desarrollo y la ejecución de actividades, la presentación de informes, el intercambio de información, la adopción de medidas y políticas, así como la cooperación, el apoyo y la asistencia mutua; y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario para tales efectos. 
i. 
Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana

COMPARTIENDO la convicción de que la democracia es una de las más preciadas conquistas de nuestra región y que la transmisión pacífica del poder por vías constitucionales y con apego a los preceptos constitucionales de cada uno de nuestros Estados es producto de un proceso continuo e irreversible sobre el que la región no admite interrupciones ni retrocesos; 

DESTACANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y que uno de los propósitos de la OEA es “[p]romover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto del principio de no intervención”; 

RECORDANDO TAMBIÉN que la Carta Democrática Interamericana reafirma que la promoción y protección de los derechos humanos es condición fundamental para la existencia de una sociedad democrática y reconoce la importancia que tiene el continuo desarrollo y fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos para la consolidación de la democracia [AG/RES. 2835 (XLIV-O/14)]; 
REAFIRMANDO que “son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos”; 

REAFIRMANDO TAMBIÉN que “[s]on componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los Gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa”; 

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “[l]a promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio; y 

REAFIRMANDO todos los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2835 (XLIV-O/14), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”, 

RESUELVE:

1.
Reafirmar la obligación de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos de promover y defender la democracia en la región, como condición esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas. 

2. 
Continuar promoviendo esfuerzos para fortalecer las instituciones, valores, prácticas y gobernabilidad democráticos, combatir la corrupción, consolidar el Estado de derecho, lograr el pleno goce y ejercicio efectivo de los derechos humanos y reducir la pobreza, la desigualdad y la exclusión social. 

3.
Solicitar a la Secretaría General que continúe realizando programas de capacitación para la promoción de los principios, valores y prácticas de la cultura democrática de acuerdo con los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana, así como para mejorar el conocimiento y promover la práctica de este instrumento interamericano en los países del Hemisferio que así lo soliciten. Asimismo, encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando al Consejo Permanente y a los Estados Miembros, que lo soliciten, en la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas. 

4.
Reafirmar la vigencia de la Carta Democrática Interamericana como instrumento para la promoción y defensa de los valores y principios de la democracia representativa a nivel nacional y regional; y encomendar al Consejo Permanente que promueva la realización de una sesión extraordinaria como parte de la continuación del diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en la protección y preservación de la democracia en el hemisferio, y que que informe a la Asamblea General, en su quincuagésimo período ordinario de sesiones, sobre los resultados de esa sesión extraordinaria. 
ii. 
Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción y del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción

TENIENDO EN CUENTA el compromiso de los Estados Miembros con la prevención y el combate a la corrupción, plasmado en el Plan Estratégico Integral de la Organización y en los mandatos emanados de las Cumbres de las Américas, en especial los contenidos en el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”
/, adoptado en Lima, Perú, en abril de 2018, relacionados con la Convención Interamericana contra la Corrupción y con el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC); así como el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (AG/RES. 2275 (XXXVII-O/07); y las “Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC” (MESICIC/CEP-IV/doc.2/15 rev. 1), 

RESUELVE:

1.
Encomendar al Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, en su carácter de Secretaría Técnica del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), que continúe ejecutando los mandatos contenidos en las “Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC”, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

2.
Refrendar el compromiso de los Estados Miembros para prevenir y enfrentar la corrupción de manera decidida y promover la transparencia a fin de contribuir a mejorar la eficiencia en la gestión pública y privada, y promover la rendición de cuentas, así como seguir avanzando en la implementación efectiva de las recomendaciones del MESICIC, al tiempo de conjuntar esfuerzos para continuar avanzando en la Quinta Ronda de Análisis del MESICIC. 

3.
Encomendar a la Secretaría Técnica del MESICIC que continúe, en el ámbito de sus competencias, entre otras actividades, brindando apoyo técnico y asesoría jurídica a la Conferencia de los Estados Parte y su Comité de Expertos y facilitando el intercambio de buenas prácticas y la cooperación, con miras a la consecución de los objetivos de la Convención Interamericana contra la Corrupción; asimismo continúe prestando apoyo técnico según sea necesario al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción; manteniendo el Portal Anticorrupción de las Américas; y realizando las gestiones para obtener recursos para el financiamiento de las actividades de cooperación regional, incluida la cooperación jurídica contra la corrupción. 

4.
Instar igualmente a la Secretaría Técnica del MESICIC a que continúe fortaleciendo la coordinación y la colaboración con las secretarías de otros organismos, entidades o mecanismos de cooperación internacional en dicha materia, promoviendo sinergias y una cultura anticorrupción y cumpliendo con las demás funciones que se le asignan en el Documento de Buenos Aires y los reglamentos de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC y de su Comité de Expertos. 

5. 
Solicitar a la Secretaría Técnica del MESICIC a que desarrolle, en coordinación con el Departamento para la Gestión Pública Efectiva, en el ámbito de sus respectivas competencias, medidas para facilitar la identificación de oportunidades y el ofrecimiento de cooperación técnica entre los Estados Parte que así lo soliciten, por medio del aprovechamiento de las capacidades del Mecanismo de Cooperación Interamericana para la Gestión Pública Efectiva (MECIGEP). 

6.
Solicitar que el MESICIC, en el marco de sus competencias y de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, continúe implementando los mandatos que se le asignan en el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”
/, emanado de la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, en abril de 2018, e informe al Consejo Permanente, a través de la Presidencia del Comité de Expertos, sobre los avances en dicha implementación, antes del quincuagésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 

7.
Instar a los Estados Miembros a que adopten medidas efectivas contra la elusión tributaria, así como combatir la evasión fiscal, el lavado de activos y los flujos financieros ilícitos producto de la corrupción y para la identificación de beneficiarios finales. 

8.
Alentar a los Estados Miembros y a los observadores permanentes a que cooperen y apoyen el financiamiento del MESICIC con el fin de asegurar el cumplimiento de sus objetivos. 
iii.
Fortalecimiento del catastro y registro de la propiedad en las Américas

REITERANDO la importancia del catastro y el registro de la propiedad como gestiones básicas de la administración pública y fuentes de información para una administración del territorio rural y urbano más eficiente y transparente; y de salvaguardar los derechos sociales y económicos; así como de fortalecer la gobernabilidad democrática y el Estado de derecho; y promover el desarrollo socioeconómico de la región; 
CONSIDERANDO la sección iii. “Fortalecimiento del catastro y registro de la propiedad en las Américas” de la resolución AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18) “Fortalecimiento de la democracia”, en el que se encomienda a la Secretaría General, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, que continúe apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros para el fortalecimiento de su gestión catastral y de registro de la propiedad, así como el intercambio de experiencias y buenas prácticas que promuevan la agenda regional en esta materia; 
RESALTANDO el compromiso de los Estados Miembros que participan en la Red Interamericana de Catastro y Registro de la Propiedad (RICRP) con el fortalecimiento de los sistemas regionales de catastro y registro de la propiedad, y con el intercambio de experiencias y buenas prácticas entre las agencias nacionales de catastro y registro de la propiedad, así como con el diálogo y toma de decisiones sobre la agenda regional en esta temática; 
TOMANDO NOTA del informe de actividades de la RICRP de 2018 presentado en el marco de su IV Asamblea el día 5 de diciembre de 2018 en la ciudad de Bogotá, Colombia; y en la sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del 18 de marzo de 2019 en la ciudad de Washington D.C.; y 
AGRADECIENDO al Gobierno de Colombia en ocasión de la realización de la IV Conferencia y Asamblea de la RICRP de 2018, organizada con la colaboración del Banco Mundial y la Secretaría General de la OEA, así como a Uruguay como país Presidente y a Paraguay, Colombia, Nicaragua y Jamaica como países representantes ante el Comité Ejecutivo de la RICRP para 2019, 
RESUELVE:

1.
Destacar el reconocimiento a la Red Interamericana de Catastro y Registro de la Propiedad (RICRP) como mecanismo del sistema interamericano, encomendando a la Secretaría General, por medio del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, que continúe su apoyo como Secretaría Técnica de la RICRP, promoviendo la organización de actividades, programas y proyectos; y la generación de alianzas y cooperación para su realización. 
2.
Reafirmar la importancia de profundizar esfuerzos en la reducción del subregistro de propiedades, de promover la interacción entre las instituciones y la interoperabilidad de las bases de datos de catastro y registro, y de la actualización y mantenimiento del catastro y registro en la región. 
3.
Incentivar la participación de todos los Estados Miembros y observadores permanentes a que continúen su apoyo a la RICRP, así como mantener su participación activa en sus actividades. 
4. 
Exhortar la participación de las instituciones catastrales y registrales de los Estados Miembros en la formulación de iniciativas que atiendan los objetivos planteados en esta resolución, mediante el intercambio de experiencias que fortalecen la gestión de catastro y registro. 
iv. 
Derechos del niño, la niña y adolescentes
CONSIDERANDO:
La ineludible relación entre la participación ciudadana y el fortalecimiento de la democracia en las Américas; 
Que los principios de participación activa de los niños, las niñas y adolescentes, de no discriminación y de su interés superior y su derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo, consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño
/ son componentes básicos en la construcción de una ciudadanía responsable; y 
Los importantes avances en este sentido que la Organización, por medio del trabajo realizado por el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN), ha concretado en los últimos años, 
RESUELVE
1.
Reconocer el trabajo que viene desarrollando el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) en la promoción de la participación de los niños, niñas y adolescentes y el ejercicio responsable de su libertad para buscar, recibir y difundir información e ideas, y desarrollar complementariamente en las autoridades, actores políticos y adultos en general, las capacidades y actitudes de escucha y respeto hacia las opiniones y propuestas de niños, niñas y adolescentes. 
2.
Ampliar y consolidar al interior de la OEA instancias en que se incluya la participación de niños, niñas y adolescentes y se escuchen sus opiniones y propuestas en la formulación, monitoreo y evaluación de políticas sociales relativas a sus intereses. 
v. 
Diálogo inclusivo para la prevención, gestión eficaz y solución integral de la conflictividad social en la inversión para el desarrollo integral

REAFIRMANDO como lo reconoce la Carta Democrática Interamericana en su artículo 11 que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente; 
EXPRESANDO su convicción de que la prevención, gestión eficaz y solución integral de la conflictividad social asociada a proyectos de inversión, dentro de un enfoque de derechos, y a través del diálogo y otros medios pacíficos de prevención y resolución alterna de conflictos, de acuerdo con las respectivas legislaciones nacionales, contribuyen a la gobernabilidad democrática y al desarrollo integral, incluyendo sus dimensiones económica, social y ambiental; y 
REAFIRMANDO TAMBIÉN el compromiso con la promoción de sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, la facilitación del acceso a la justicia para todos y la construcción de instituciones eficaces, responsables e inclusivas en todos los niveles, 
RESUELVE:

1.
Encargar a la Secretaría General que continúe respaldando a los Estados Miembros que así lo soliciten en el desarrollo de capacidades institucionales para la prevención, gestión eficaz, solución integral y monitoreo de la conflictividad social asociada a proyectos de inversión, en favor del desarrollo integral, la erradicación de la pobreza, en particular la pobreza extrema, la igualdad, la equidad y la inclusión social. 
2.
Solicitar a la Secretaría General que continúe fortaleciendo la coordinación de los proyectos y programas que ejecutan las diversas áreas de la Organización, así como su vinculación con otras entidades del sistema interamericano y organismos internacionales, con el objetivo de promover sociedades pacíficas e inclusivas, teniendo en cuenta, entre otros, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible
/ y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible. 
3.
Solicitar al Consejo Permanente que, sujeto a la disponibilidad de recursos, promueva la realización de la sesión extraordinaria en la CAJP a fin de intercambiar experiencias e información sobre la materia. 
vi. 
Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la Impunidad en Honduras 
DESTACANDO que la corrupción socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra la democracia, la paz, el Estado de derecho y la justicia, así como contra el desarrollo integral de los pueblos; 
TENIENDO PRESENTE la firma el 19 de enero de 2016 del Convenio entre el Gobierno de la República de Honduras y la Secretaría General de la OEA para el establecimiento de la Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la Impunidad en Honduras (MACCIH); y 
TOMANDO NOTA de los informes semestrales de la MACCIH presentados al Consejo Permanente: Primer Informe Semestral de octubre de 2016, Segundo Informe Semestral de mayo de 2017, Tercer Informe Semestral de octubre de 2017, Cuarto Informe Semestral de abril de 2018, Quinto Informe Semestral de octubre de 2018 y Sexto Informe Semestral de mayo de 2019, 
RESUELVE:

1.
Tener en cuenta que la Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la Impunidad en Honduras (MACCIH) ha brindado apoyo a la institucionalidad hondureña para luchar contra la corrupción y la eliminación de la impunidad desde una visión integral, beneficiando a la democracia hondureña. 
2.
Agradecer a los Estados Miembros y a los observadores permanentes que han contribuido al financiamiento de la MACCIH y alentarlos a que continúen con su apoyo; e invitar a aquellos Estados que aún no lo han hecho a que consideren apoyar el financiamiento de la MACCIH con el fin de asegurar el cumplimiento de sus objetivos. 
3. 
Reconocer la labor realizada con profesionalismo por el vocero de la MACCIH que concluirá su gestión el 30 de junio de 2019, la cual contribuyó en gran medida al fortalecimiento de la Misión de la OEA en Honduras. 
4.
Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando las labores de la MACCIH y que presente al Consejo Permanente un informe sobre los ingresos y gastos realizados desde el inicio de las labores de la MACCIH. 
vii. 
Gobierno digital, abierto y transparente


TOMANDO NOTA del Compromiso de Santo Domingo emanado de la XI Asamblea Anual de la Red de Gobierno Electrónico de América Latina y el Caribe (Red GEALC), celebrada los días 29 y 30 de noviembre del 2017 en Santo Domingo, República Dominicana, y en particular a lo referente a “reforzar el trabajo conjunto a través de la Red, para anticiparnos a los desafíos del progreso digital y satisfacer las expectativas y necesidades de los ciudadanos, fortaleciendo la confianza en las instituciones públicas con una mayor transparencia y apertura, mejorando la capacidad de respuesta y la prestación de los servicios públicos, y favoreciendo que la ciudadanía sea motor de las políticas públicas, para construir un futuro inclusivo y sostenible para todas las personas”; 

REAFIRMANDO los compromisos acordados en el Compromiso de Lima
/ aprobado por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, el 13 y 14 de abril de 2018, numerales 14, 17 y 20, en particular los que se refieren a promover políticas de gobierno abierto y datos abiertos, y al uso de las tecnologías digitales para impulsar la transparencia y rendición de cuentas, la interacción con los ciudadanos, la reducción de la burocracia y la simplificación de trámites, la apertura de la información y el fortalecimiento de la cooperación e intercambio de buenas prácticas para el desarrollo y aplicación de dichas tecnologías; 

TOMANDO NOTA de la sección xi. “Gobierno digital” de la resolución AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18) “Fortalecimiento de la democracia”, la cual encomienda a la Secretaría General que promueva, en torno a la Red GEALC, la articulación de actividades, proyectos y programas, y la promoción de buenas prácticas de gobierno digital para y entre sus Estados Miembros, que así lo soliciten, con el fin de continuar avanzando en la transformación digital de los gobiernos; 

TOMANDO NOTA TAMBIÉN de la Declaración de Panamá de la V Reunión Ministerial de Gobierno Electrónico celebrada los días 15 y 16 de noviembre del 2018 en Ciudad de Panamá, Panamá, y en particular a lo referente a adelantar las acciones necesarias para extender el alcance del mecanismo a una Red Interamericana de Gobierno Digital, que incluya la participación de todos los Estados Miembros de la OEA; 

TENIENDO EN CUENTA que los datos abiertos son una herramienta fundamental para combatir la corrupción desde una perspectiva de la garantía del derecho de acceso a la información, y ayuda a los ciudadanos a tener un mayor conocimiento sobre los asuntos públicos que les permita participar de manera más informada en las decisiones que los afectan; y 

TOMANDO NOTA de los párrafos operativos 4 y 5 de la sección xi. “Gobierno digital” de la resolución AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18) “Fortalecimiento de la democracia, en los cuales se solicita a la Secretaría General que, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, coordine de forma colaborativa el desarrollo de una propuesta de programa interamericano de datos abiertos, y que la Secretaría General presente dicho programa al Consejo Permanente, a través de la CAJP, para consideración de los Estados Miembros, 
RESUELVE:

1.
Reconocer a la Red de Gobierno Electrónico de América Latina y el Caribe (Red GEALC) como Red Interamericana de Gobierno Digital, abierta a la participación de todos los Estados Miembros de la OEA; encomendando a la Secretaría General que promueva en torno a esta Red, la articulación de actividades, proyectos y programas y la promoción de buenas prácticas de gobierno digital, para y entre sus Estados Miembros que así lo soliciten, con el fin de continuar avanzando de manera horizontal en la transformación digital de los Gobiernos. 
2.
Reafirmar el compromiso de fortalecer a la Red GEALC como mecanismo de diálogo, cooperación e impulso al gobierno digital en las Américas, para apoyar la transparencia, rendición de cuentas y acceso a la información, la interacción con los ciudadanos, la reducción de la burocracia, la simplificación de trámites, el intercambio de buenas prácticas y el fortalecimiento institucional a partir del uso de las tecnologías de la información y comunicación. 
3.
Aprobar el Programa Interamericano de Datos Abiertos para combatir la corrupción (PIDA) anexo a esta resolución, que tiene como propósito fortalecer las políticas de apertura de información, e incrementar la capacidad de los gobiernos y ciudadanos en la prevención y el combate a la corrupción con datos abiertos, y solicitar a los Estados Miembros y a la Secretaría General, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, adelantar esfuerzos para su implementación en los países que así lo soliciten.
4.
Tomar nota de la invitación a los Estados Miembros a la VII Conferencia Regional de Datos Abiertos de América Latina y el Caribe (CONDATOS y ABRELATAM), a realizarse en la ciudad de Quito, Ecuador, los días 28, 29 y 30 de agosto de 2019 y reiterar la invitación a todos los Estados Miembros a que asistan a la XIII Reunión de la Red GEALC a realizarse en Buenos Aires, Argentina, los días 30 de septiembre y 1 de octubre de 2019. 
viii. 
Fortalecimiento de las actividades del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales

CONSIDERANDO que los resultados e impactos positivos de los Servicios Nacionales de Facilitadores Judiciales y la formación de los operadores de justicia que impulsa el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales que fortalecen a las instituciones de justicia y amplían el acceso a la justicia para la población en condiciones de vulnerabilidad, contribuyendo a prevenir el delito y la violencia, promoviendo una cultura de resolución pacífica de conflictos y reduciendo la judicialización de la conflictividad en Argentina, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y Paraguay, 
RESUELVE:

1.
Reconocer la labor realizada por el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales (PIFJ) al fortalecer y complementar las políticas nacionales en apoyo a las acciones y esfuerzos de los Estados Miembros en la prevención del delito y la solución pacífica de los conflictos. 
2.
Tomar nota del informe sobre el PIFJ presentado por la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad con la colaboración de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. 
3. 
Exhortar a la Secretaría General a que continúe apoyando a los Estados Miembros que soliciten establecer Servicios Nacionales de Facilitadores Judiciales y formar a sus operadores a través del PIFJ. 
4.
Fortalecer el PIFJ con miras a encontrar mecanismos que aseguren su sostenibilidad, incluyendo el establecimiento de alianzas estratégicas con la academia, entre otros, con el fin de lograr el desarrollo de capacidades y el fortalecimiento de las aptitudes de los facilitadores judiciales. 
5.
Instruir a la Secretaría General para que, a través de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad y con la colaboración de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, dé prioridad y ayuda en la movilización de fondos específicos con ese propósito. 
6.
Instruir a la Secretaría General a que, a través de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad y con la colaboración de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, continúe con sus esfuerzos de realizar un diagnóstico sobre la provisión del Servicio en cada uno de los países donde funciona y presente un informe sobre sus principales hallazgos que permita elaborar planes de trabajo específicos por país a más tardar en el primer trimestre de 2020. 
7.
Apoyar los esfuerzos de recaudación de contribuciones voluntarias para consolidar y expandir los servicios del PIFJ en los ocho Estados Miembros que han manifestado su interés de continuar con el Programa y ampliarlos a otros Estados Miembros que así lo soliciten. 
ix. 
Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas


TENIENDO PRESENTE que la “cooperación entre las autoridades con responsabilidades en materia de justicia” es una de las áreas prioritarias de la OEA y que “la REMJA se ha consolidado como foro político y técnico hemisférico en materia de justicia y cooperación jurídica internacional”, la cual es esencial para el desarrollo de los sistemas de justicia y la consolidación del Estado de derecho en la región; y que en las Cumbres de las Américas los Jefes de Estado y de Gobierno han apoyado el trabajo realizado en el marco de la Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) y la implementación de sus conclusiones y recomendaciones, 
RESUELVE:

1.
Expresar su satisfacción por los avances obtenidos, con el apoyo del Departamento de Cooperación Jurídica, en su carácter de Secretaría Técnica de la Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA), en la ejecución de los mandatos contenidos en las Conclusiones y Recomendaciones de la REMJA X (REMJA-X/doc.2/15 rev. 2), incluida la celebración de la Séptima Reunión del Grupo de Trabajo de la REMJA en Cooperación Jurídica en Materia Penal y la realización de los talleres regionales de capacitación para jueces y fiscales en materia de delito cibernético. 
2.
Disponer que se convoque la REMJA XI de acuerdo con lo dispuesto en el Documento de Washington y sujeto a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
3.
Encomendar a la Secretaría Técnica de la REMJA que continúe prestando apoyo, asesoría jurídica y asistencia técnica a la REMJA, sus grupos de trabajo y reuniones técnicas; elaborando los documentos y estudios para apoyar el seguimiento e implementación de sus recomendaciones; ejecutando los programas, proyectos y actividades de cooperación técnica en desarrollo de las mismas; administrando y manteniendo las redes a su cargo creadas en el ámbito de la REMJA; realizando las gestiones para obtener recursos para el financiamiento de las actividades de la REMJA; fortaleciendo la coordinación y colaboración con las secretarías de otros organismos, entidades o mecanismos de cooperación internacional en las materias de que se ocupan la REMJA, y considerar el cumplimiento de las demás funciones que le asigna el Documento de Washington.
x. 
Fortalecimiento e innovación de la gestión pública en las Américas 
CONSIDERANDO que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas y que la gestión pública efectiva, el combate a la corrupción y la promoción de la transparencia son componentes fundamentales para el ejercicio pleno de la democracia; 
DESTACANDO la importancia de que las instituciones públicas sean transparentes, efectivas y cuenten con mecanismos de participación ciudadana y rendición de cuentas, y reconociendo también la importancia de generar sinergias entre los diferentes instrumentos y foros internacionales en la materia; 
REAFIRMANDO los compromisos acordados en el Compromiso de Lima
/ aprobado por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, el 13 y 14 de abril de 2018, en particular los que se refieren al fortalecimiento de las instituciones democráticas, promoción de políticas de integridad y transparencia, gobierno abierto, gobierno digital, datos abiertos y contrataciones públicas [párrafos 1, 14, 17, 20, 27, 33 y 50 del Compromiso de Lima (CA-VIII.doc.1/18)]; y 
REAFIRMANDO IGUALMENTE la importancia de la transparencia en la gestión pública, así como una cultura de la legalidad como requisitos indispensables en la lucha contra la corrupción, así como el compromiso de los Estados Miembros de continuar promoviendo su fortalecimiento mediante medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción, 
RESUELVE: 
1. 
Exhortar a los Estados Miembros a que promuevan códigos de conducta con altos estándares en ética, probidad, transparencia e integridad tomando como referencia las recomendaciones contenidas en los “Lineamientos para la Gestión de las Políticas de Integridad en las Administraciones Públicas de las Américas” e instar al sector privado en el hemisferio a desarrollar códigos de conducta similares. 
2. 
Instruir a la Secretaría General a que continúe apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros para el fortalecimiento institucional de la administración pública, nacional y local, mediante programas de capacitación y formación en estas materias; y a través del intercambio de experiencias mediante el Mecanismo de Cooperación Interamericana para la Gestión Pública Efectiva (MECIGEP). 
3. 
Encomendar a la Secretaría General, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en la implementación de políticas de gobierno abierto, gobierno digital, datos abiertos, transparencia fiscal, simplificación administrativa, presupuestos abiertos, sistemas electrónicos de compras y contrataciones públicas, y registro público de proveedores del Estado, tomando en cuenta la participación de la sociedad civil y otros actores sociales. 
4. 
Solicitar al Departamento de Gestión Pública Efectiva, como Secretaría Técnica del MECIGEP, a que desarrolle, en coordinación con la Secretaría Técnica del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), en el ámbito de sus respectivas competencias, medidas para facilitar la identificación de oportunidades y el ofrecimiento de cooperación técnica entre los Estados Parte del MESICIC que así lo soliciten, por medio del aprovechamiento de las capacidades del MECIGEP. 
5. 
Reconocer el avance realizado por la Red Interamericana de Contrataciones Gubernamentales (RICG) en el desarrollo de una propuesta de iniciativa hemisférica de contrataciones abiertas coordinada con las autoridades competentes nacionales, y sociedad civil, e invitar a la RICG a que presente los resultados obtenidos ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. 

6.
Solicitar a la Secretaría General, a través de la Secretaría Técnica de la RICG, a que continúe promoviendo la integridad, transparencia, eficiencia, innovación y simplificación en los procesos de contratación pública, como estrategia efectiva para combatir la corrupción, a través de las agencias nacionales competentes de los Estados Miembros de la OEA. 
7. 
Alentar a los Estados a fortalecer la transparencia de sus sistemas nacionales de contratación pública, a través, entre otros medios, de la implementación de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), teniendo como referencia los intercambios de experiencias y planes de acción desarrollados a través del Taller Regional de la RICG sobre “Transformación Digital y Uso de las Tecnologías de Información en Compras Públicas”, realizado en Quito, Ecuador, los días 3 y 4 de abril de 2019. 

xi. 
Cooperación técnica y misiones de observación electoral

[CHI: en consultas]

DESTACANDO la contribución fundamental de la OEA al fortalecimiento y desarrollo de los procesos y sistemas electorales en los Estados Miembros, a través de las misiones de observación electoral y la cooperación técnica en materia electoral, a solicitud de un Estado Miembro y de conformidad con la Carta Democrática Interamericana y la Declaración de Principios para la Observación Internacional de Elecciones y Código de Conducta para Observadores Internacionales de Elecciones;


CONSIDERANDO que las más de 260 misiones de observación electoral desplegadas en la mayor parte del continente y la implementación de proyectos de cooperación técnica, han servido de fuente para la identificación de buenas prácticas en materia electoral;

RECONOCIENDO que las Reuniones Interamericanas de Autoridades Electorales, organizadas por el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, son el foro institucional que, desde 2003, promueve el intercambio de conocimiento, experiencias y prácticas exitosas, mediante la vinculación y cooperación entre las instituciones encargadas de la administración electoral de la región, y de las cuales el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral, conforme a la resolución AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18), funge como Secretaría Técnica desde 2018; 


CONSIDERANDO que para asegurar la sostenibilidad de las Reuniones Interamericanas de Autoridades Electorales es necesario el apoyo financiero del país anfitrión, y que el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral debe contar con los recursos humanos y financieros; y

TOMANDO NOTA de la resolución AG/RES. 2905 (XLVII-O/17), “Fortalecimiento de la democracia” que levanta las restricciones que impiden que el Fondo Regular de la Organización pueda ser utilizado para cubrir costos relacionados con misiones de observación electoral, 

RESUELVE:


1.
Solicitar a la Secretaría General que brinde asistencia a los Estados Miembros que así lo soliciten para el despliegue de misiones de observación electoral de la OEA y para la implementación de las recomendaciones contenidas en los informes de dichas misiones, así como invitar a los donantes a que continúen apoyando estas misiones a fin de facilitar su planificación. 

2.
Apoyar el fortalecimiento institucional del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral, facilitando las condiciones para el desarrollo de herramientas metodológicas, servicios de capacitación y aplicaciones para la gestión eficiente de las misiones de observación electoral y para la implementación de sus recomendaciones a través de proyectos de cooperación técnica.


3.
Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral, realice esfuerzos, dentro de los recursos existentes, para la elaboración de un proyecto de guía de buenas prácticas en materia electoral para el fortalecimiento de los procesos electorales de la región.

4.
Encomendar asimismo a la Secretaría General que, a través del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral, que funge como Secretaría Técnica de las Reuniones Interamericanas de Autoridades Electorales, continúe facilitando espacios institucionales que promuevan el intercambio de experiencias, lecciones aprendidas y difusión de conocimientos en materia electoral en la región, así como de las recomendaciones emitidas por las misiones de observación electoral. 
5.
Solicitar a la Secretaría General que presente a la CAAP una propuesta para incrementar la asignación presupuestal para el Departamento para la Cooperación y la Observación Electoral, sujeta a la disponibilidad de recursos del Fondo Regular de la OEA. Las modalidades y el monto que se destinará para los anteriores efectos, sin implicar un aumento de cuotas, serán incluidos en la resolución sobre el financiamiento de la Organización y en el programa-presupuesto de la OEA para el ejercicio 2020.


6.
Instruir a la Secretaría General que continúe con los esfuerzos de recaudar fondos para asegurar la sostenibilidad financiera de las misiones de observación electoral.

7.
Solicitar a la Secretaría General que presente anualmente un informe al Consejo Permanente sobre las fuentes de financiamiento de las misiones de observación electoral, así como los montos destinados a cada una de ellas.
xii. 
Acceso a la información pública y protección de datos personales

RECORDANDO que el acceso a la información pública y la protección de datos personales son indispensables para la democracia y el pleno ejercicio de los derechos humanos y trabajan complementariamente para la efectiva participación ciudadana y la rendición de cuentas por parte de los Estados, lo cual contribuye al fortalecimiento de las instituciones públicas, la igualdad, a la transparencia y a la plena vigencia del Estado de derecho; y 
TOMANDO NOTA de las conclusiones de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre este tema en su sesión celebrada el 14 de marzo de 2019 (documento CP/CAJP/SA.657/19), 

RESUELVE:

1.
 Solicitar al Departamento de Derecho Internacional a que continúe difundiendo el contenido del marco jurídico interamericano en materia de acceso a la información pública mediante la organización de programas de capacitación a funcionarios de las autoridades nacionales de acceso a la información y operadores del servicio de administración de justicia. 
2.
Solicitar a los Estados Miembros que, en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), presenten anualmente de forma voluntaria sus avances e intercambien buenas prácticas en la implementación del Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública; y solicitar a la CAJP que considere la posibilidad de que dichos informes se presenten de manera progresiva por áreas específicas contenidas en dicho Programa. 
3. 
Solicitar al Departamento de Derecho Internacional que presente a la CAJP una propuesta con indicadores de progreso para facilitar la elaboración de los informes y que, aprovechando la presencia de los puntos focales en la sesión de la CAJP dedicada al tratamiento de este tema, organice paralelamente una reunión de trabajo con ellos a fin de avanzar colectivamente en la implementación del Programa y exploren oportunidades de cooperación conjunta. 

4.
Solicitar al Departamento de Derecho Internacional que siga adelante con las consultas amplias que viene desarrollando con los Puntos Focales del Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública, tomando en cuenta las contribuciones de la sociedad civil, para actualizar la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública de 2010, asegurando la incorporación de las observaciones y sugerencias realizadas en el marco aquellas consultas, de tal manera que el Comité Jurídico Interamericano pueda enviar a los órganos políticos de la Organización su propuesta de Ley Modelo 2.0 antes del quincuagésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 
xiii. 
Aporte de la región al proceso preparatorio de la Asamblea General de las Naciones Unidas contra la corrupción (UNGASS 2021)

DESTACANDO la resolución A/RES/73/191 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que convoca a un período extraordinario de sesiones, en el primer semestre de 2021, sobre los desafíos y las medidas para prevenir y luchar contra la corrupción, así como reforzar la cooperación internacional; y 
RESALTANDO los avances de los Estados de la región en materia de prevención y lucha contra la corrupción, en el marco de las obligaciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción y su Mecanismo de Seguimiento, así como la implementación del Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”
/, aprobado en la Octava Cumbre de las Américas, 

RESUELVE:

1.
Refirmar el compromiso regional para participar activamente en el proceso preparatorio del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas contra la corrupción, a realizarse en el primer semestre de 2021 (UNGASS 2021), con miras a adoptar una declaración política concisa y orientada a la acción que permita renovar, al más alto nivel, el compromiso de los Estados contra este flagelo, así como explorar nuevas y más efectivas formas para combatirlo.
2.
Presentar los avances en el cumplimiento de los compromisos asumidos en materia de prevención y lucha contra la corrupción, en el marco de la Convención Interamericana contra la Corrupción y el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”
/, como aportes de la región para el proceso preparatorio de la UNGASS 2021. 
3. 
Refrendar el compromiso de los Estados Miembros para prevenir y enfrentar la corrupción de manera decidida y promover la cooperación hemisférica en materia jurídica y técnica a fin de contribuir a mejorar la eficiencia en la gestión pública y privada, así como el fortalecimiento de las instituciones de los Estados encargadas de prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción.
II. SEGUIMIENTO E INFORMES

RESUELVE:

1.
Encargar al Consejo Permanente que, a través de la inclusión en el plan de trabajo de la CAJP, dé seguimiento a los temas objeto de la presente resolución, y a la Secretaría General que informe a la Asamblea General en su quincuagésimo período ordinario de sesiones. 
2. 
Instruir a la Secretaría General que, durante el tercer trimestre de 2019 y a través de las áreas responsables del seguimiento y ejecución de las actividades relacionadas con el objeto de la presente resolución, presente oportunamente al Consejo Permanente el plan de actividades que serán realizadas en el período 2019-2020 para una adecuada supervisión de los Estados Miembros. 

3.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su quincuagésimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
ANEXO

PROGRAMA INTERAMERICANO DE DATOS ABIERTOS

Antecedentes y justificación

Cabe reiterar que en el artículo 4 de la Carta Democrática Interamericana se establece que “son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública…” 

Un Estado que funcione, una “democracia que entrega” y que responda de manera transparente, eficiente y efectiva a las demandas ciudadanas es esencial para el fortalecimiento de la legitimidad de origen de los gobiernos democráticamente electos – sea cual sea su orientación político-ideológica o sus objetivos nacionales estratégicos. La satisfacción con la democracia está directamente relacionada con la gestión pública efectiva y con la manera en la que el Estado provee los servicios públicos a los ciudadanos.

Hablar de transparencia no sólo se refiere a establecer una barrera contra la corrupción y los abusos de poder, sino del derecho de todo ciudadano al acceso a la información pública. Cada Estado Miembro es soberano para determinar el curso de acción en la lucha contra la corrupción, en particular en función de los marcos normativos existentes para esos fines. Lo que determina si una política de transparencia es efectiva o no, tiene que ver con la forma en que la información se relaciona con la manera en que la gente toma decisiones. No se trata solamente de poner la información a disposición del ciudadano, sino de hacerla accesible y proporcionar información útil en el lugar correcto, en el contexto adecuado y en el momento oportuno. 

Los datos abiertos son datos digitales que son puestos a disposición del público con las características técnicas y jurídicas necesarias para que puedan ser usados, reutilizados y redistribuidos libremente por cualquier persona, en cualquier momento y en cualquier lugar.

Las bases de datos que actualmente las administraciones de los diferentes niveles de gobierno hacen públicas contienen información de enorme relevancia sobre la gestión de los asuntos públicos, aunque no siempre se presentan en un formato comprensible y amigable para la mayoría de los ciudadanos. 
Muchos países han desarrollado políticas, estrategias e iniciativas de datos abiertos que contribuyen a promover la transparencia en la gestión pública. La Secretaría General de la OEA, a través de la Iniciativa Latinoamericana por los Datos Abiertos (ILDA)
/, ha apoyado a cinco países de la región en el desarrollo de políticas y estrategias nacionales de datos abiertos, elaboradas en colaboración con la sociedad civil. Estas políticas son necesarias para dar el marco legal, normativo y establecer principios para el desarrollo e implementación de iniciativas orientadas a mejorar la transparencia, la provisión de servicios públicos y facilitar la participación ciudadana.

A nivel global, se cuenta con la Carta Internacional de Datos Abiertos, que es una iniciativa multisectorial que promueve la adopción de principios y estándares de apertura, y que lanzó una nueva guía práctica que ayuda a que los gobiernos implementen acciones para combatir la corrupción mediante el uso de datos abiertos, incluyendo en materia de contrataciones abiertas.

A pesar de los avances de ciertos países en la región, aún queda un largo camino para recorrer en cuanto a adopción de principios, desarrollo de políticas, estrategias e iniciativas que promuevan el uso de los datos abiertos para mejorar la transparencia, facilitar la participación ciudadana y mejorar la provisión de servicios públicos.

En este sentido, los Estados Miembros reconocen a través de compromisos y mandatos regionales acordados, que se necesitan marcos institucionales y bases legales adecuadas, sistemas de gestión más sofisticados, e iniciativas de datos abiertos y, sobre todo, un profundo cambio en la cultura de las instituciones públicas. 

Es en este contexto que en la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, en abril de 2018, los Jefes de Estado y de Gobierno suscribieron el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”, donde acuerdan “[i]mpulsar el establecimiento de un Programa Interamericano de Datos Abiertos, en el marco de la OEA, con el objetivo de fortalecer las políticas de apertura de información, e incrementar la capacidad de los gobiernos y ciudadanos en la prevención y el combate a la corrupción, teniendo en cuenta los importantes trabajos realizados en el ámbito interamericano en esta materia y otras iniciativas regionales y mundiales.”

Luego, en el cuadragésimo octavo periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, los Estados Miembros aprobaron la resolución AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18) “Fortalecimiento de la democracia” donde solicitan a la Secretaría General de la OEA, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, que “coordine, de forma colaborativa entre las autoridades competentes de los Estados Miembros y con la participación activa de la sociedad civil, el sector académico y el sector privado, el desarrollo de una propuesta de programa interamericano de datos abiertos con el objetivo de fortalecer las políticas de apertura de información, la transparencia e incrementar la capacidad de los Gobiernos y ciudadanos en la prevención y el combate a la corrupción, teniendo en cuenta los importantes trabajos realizados en el ámbito interamericano en esta materia y otras iniciativas regionales y mundiales.”

En las Américas, 12 países
/ cuentan a abril de 2019 con normativa que regule la implementación de los datos abiertos. Estos instrumentos varían entre niveles de legislación, estrategias y políticas. Una parte de estas instancias normativas están sujetas a legislación existente en materia de acceso a la información pública, mientras que otras son iniciativas normativas independientes que aunque se relacionan con legislación existente en materia de acceso a la información pública, han sido establecidas por mandato político.

Estas políticas son el resultado de procesos participativos donde sociedad civil y gobierno debaten el alcance y contenido de estas iniciativas. El Departamento de Gestión Pública Efectiva de la Secretaría General de la OEA ha apoyado a varios de estos países a través de un mecanismo participativo para debatir y recomendar acciones que permitan consolidar estas políticas
/. 

Según las cifras anteriormente mencionadas, un 34% de los países de la región cuentan con algún grado de normativa de datos abiertos, mientras que un 8% se encuentra en proceso de generación y un 58% no la tiene. La ausencia de normativa de datos abiertos presupone un rezago en su aprovechamiento para efectos del combate a la corrupción. El efecto es similar en países donde aun existiendo la normativa, esta no logra ser implementada efectivamente. Sin embargo, es importante destacar que los desarrollos tecnológicos avanzan a mayor velocidad que la normativa y, por ende, aunque en ausencia de normativa, los países han seguido adelante con el desarrollo de sus portales nacionales de datos abiertos. Según el informe “Panorama regional de los datos abiertos: avances y desafíos en América Latina y el Caribe”
/ de la CEPAL, son 18 los países que muestran avances en estos desarrollos.
Objetivo del Programa
Fortalecer las políticas de apertura de datos e información pública, e incrementar la capacidad de los gobiernos y ciudadanos en la prevención y el combate a la corrupción, teniendo en cuenta los importantes trabajos realizados en el ámbito interamericano en esta materia y otras iniciativas regionales y mundiales.
/ La implementación de este Programa es voluntaria para los Estados Miembros participantes.

PROGRAMA INTERAMERICANO DE DATOS ABIERTOS

A. Con relación a los Estados Miembros: 
1. Avanzar en el desarrollo y adopción, en caso de no haberlo hecho aún, de un marco normativo para la apertura de datos de acuerdo con la legislación nacional correspondiente. Este marco normativo puede ser una política o estrategia nacional sobre datos abiertos. 

2. Avanzar en la implementación de legislación y normativa interna, incluidas las políticas y estrategias, de datos abiertos.

3. Avanzar en la publicación de datos públicos y procurar el desarrollo de nuevos instrumentos en materia de contrataciones abiertas para combatir la corrupción. 

4. Identificar conjuntos de datos prioritarios en el combate a la corrupción para ser abiertos, teniendo en consideración la legislación interna de cada Estado Miembro, utilizando como referencia los conjuntos de datos como por ejemplo: registro de cabilderos, declaración de intereses, registro de compañías, registro de organizaciones benéficas, servidores públicos que intervienen en procesos de contratación, personas políticamente expuestas, registro servidores públicos, lista de contratistas de gobierno, consejos consultivos de gobierno, financiamiento a partidos políticos, presupuesto, procesos de adquisición, licencias, asociaciones público privadas, gasto, subsidios de gobierno, cooperación internacional, contratos de gobierno, datos de auditorías, votaciones, decisiones judiciales, registro de obras de infraestructura prioritarias, record de reuniones, cambios en regulaciones, promesas de campaña, contratistas sancionados, quejas a procesos de adquisición, registro público de la propiedad, impuestos y declaración patrimonial, entre otros.

5. Publicar los conjuntos de datos identificados en formatos que sean de fácil acceso para la ciudadanía, que puedan ser reutilizados, actualizados, comparables e interoperables. 

6. Fortalecer capacidades de las instituciones públicas para la apertura de datos, incluyendo la apertura en los sistemas de contrataciones públicas.

7. Desarrollar documentos técnicos que promuevan estándares y apego a mejores prácticas nacionales e internacionales, para así incrementar la interoperabilidad de las bases de datos publicadas.
8. Procurar apegarse a la filosofía de código, licencia y software abierto en el ejercicio de la apertura de contrataciones gubernamentales y en la implementación de la guía de apertura anticorrupción.
9. Desarrollar y/o aplicar herramientas existentes y mecanismos que permitan monitorear y evaluar la aplicación de la normativa y prácticas de apertura de datos de las instituciones públicas.

10. Promocionar la apertura de datos en todas las ramas del Gobierno y en todos los niveles de la estructura gubernamental interna, tanto a nivel federal, estatal y local, como en los órganos, organismos y entidades independientes o autónomas de propiedad del Estado o bajo control del mismo, o cualquier otro que maneje, administre o ejecute recursos públicos, bienes del Estado o actos de la administración pública en general.

11. Contemplar procesos y mecanismos de anonimización de datos personales en la apertura de los conjuntos de datos, para proteger la identificación de las personas, según lo permita la legislación de cada Estado. 

12. Promover el acceso a, y el uso de los datos abiertos por parte de la ciudadanía como parte de una estrategia nacional de rendición de cuentas, transparencia y participación ciudadana en las acciones del Estado.

13. Promover la asignación de fondos por parte de cada institución pública para que pueda realizar la apertura de los conjuntos de datos prioritarios identificados.

14. Considerar la participación en sesiones especiales de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA para evaluar los avances de los países en la implementación del programa e intercambiar buenas prácticas con miras a fortalecer la capacidad de los Estados miembros en la promoción de la transparencia y combate contra la corrupción. 

B. Con relación a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos

· Apoyar, a los Estados Miembros que lo soliciten, en la implementación del Programa Interamericano de Datos Abiertos, en particular en: 

a. Revisar y asesorar en la actualización de marcos normativos que habiliten la apertura de datos.

b. Fortalecer la formación de funcionarios públicos en el ciclo de apertura y aprovechamiento de datos públicos, incluyendo en materia de contrataciones abiertas y en áreas a solicitud de los Estados Miembros, y fortalecer la concientización de la sociedad en cuanto a la importancia de la apertura de datos públicos.

c. Fortalecer capacidades técnicas institucionales para la apertura de datos.

d. Apoyar en el desarrollo e implementación de instrumentos de datos abiertos que cada Estado determine apropiado en el combate a la corrupción, incluyendo en el área de compras públicas.

e. Promover la apertura de datos como una herramienta que contribuye a la transparencia, efectividad y participación ciudadana en el ciclo de políticas públicas.

f. Facilitar ámbitos y mecanismos, como el Mecanismo de Cooperación Interamericana para la Gestión Pública Efectiva (MECIGEP), para el intercambio de experiencias entre las autoridades competentes de los Estados Miembros para la apertura y utilización de datos públicos con miras al combate a la corrupción.

g. Coordinar esfuerzos de apoyo a los Estados Miembros a través de la Red de Gobierno Electrónico de América Latina y el Caribe (Red GEALC) y de la Red Interamericana de Compras Gubernamentales (RICG) en la implementación del presente Programa.

h. Promover alianzas y canales de colaboración con otras organizaciones internacionales, de la sociedad civil y otros actores sociales que realizan esfuerzos en la materia, a fin de facilitar el intercambio de información, promover la coordinación de esfuerzos, cooperación y participar y apoyar activamente la implementación del presente programa.

i. Efectuar un mapeo de los actores vinculados al programa y al sistema de datos abiertos y sus necesidades con miras a facilitar el desarrollo de acciones de prevención y combate a la corrupción.
j. Realizar estudios sobre la viabilidad para la implementación de diferentes soluciones para la apertura de datos, incluidos los conjuntos de datos en tiempo real.
k. Desarrollo, manejo y mantenimiento de una plataforma virtual que contenga la información relevante acerca de los avances de cada Estado Miembros en la implementación del presente programa de datos abiertos. La herramienta apoyará los esfuerzos de intercambio de experiencias y conocimiento en la materia. 

C. Con relación a otros socios estratégicos y cooperación internacional

· Instar a los socios estratégicos de la Organización y la cooperación internacional a brindar a poyo técnico y financiero, a los Estados Miembros que lo soliciten, para la implementación del presente Programa.

NOTAS A PIE DE PÁGINA
1.
…no obstante en lo relativo a la referencia a la Octava Cumbre de las Américas, la República de Nicaragua dejó sentado en esa ocasión que no aprobaba el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción” ni otros documentos, declaraciones, comunicados o resoluciones que emanen de la Octava Cumbre de las Américas, por no haber participado en la negociación de los mismos.
3.
…Estados Unidos se une al consenso sobre esta resolución con el expreso entendimiento de que no implica que los Estados deben hacerse parte de instrumentos de los que no son parte ni asumir obligaciones previstas en instrumentos de derechos humanos de los que no son parte, inclusive, -como en el caso de Estados Unidos- la Convención sobre los Derechos del Niño.
4.
… Aplaudimos el llamamiento a la responsabilidad compartida, incluida la responsabilidad nacional, que se hace en la Agenda 2030 y hace hincapié en que todos los países deben participar en la consecución de su visión. La Agenda 2030 reconoce que cada país debe trabajar en pos de su implementación conforme a sus propias políticas y prioridades nacionales. Estados Unidos subraya además que el párrafo 18 de la Agenda 2030 hace un llamamiento a los países para que implementen la Agenda de conformidad con los derechos y obligaciones de los Estados, según el derecho internacional. “También destaca su reconocimiento compartido en el párrafo 58 de que la implementación de la Agenda 2030 debe respetar y no perjudicar los mandatos independientes de otros procesos e instituciones, incluidas las negociaciones, y no prejuzga ni constituye un precedente con respecto a decisiones y acciones que se encuentren en marcha en otros foros. Por ejemplo, esta Agenda no constituye un compromiso de suministrar un acceso a nuevos mercados para bienes o servicios. Esta Agenda tampoco interpreta ni modifica ningún acuerdo ni decisión de la Organización Mundial del Comercio, incluido el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio.”
9.
… ILDA nace luego de la primera Conferencia Regional de Datos Abiertos (Condatos) en Montevideo, Uruguay en 2013, con el apoyo del Centro de Investigaciones para Desarrollo de Canadá (International Development Research Centre-IDRC). ILDA tiene con objetivo principal el investigar y colaborar con la naciente comunidad latinoamericana de datos abiertos y tecnologías cívicas promoviendo desarrollo de políticas y uso de datos abiertos en América Latina para favorecer el desarrollo inclusivo de la región.
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�.	El Gobierno de la República de Nicaragua le otorga especial importancia a la lucha contra la corrupción en sus diferentes manifestaciones,…


�.	Véase nota de pie de página 1.


�. 	Estados Unidos está comprometido con el respeto de los derechos humanos de todas las personas, incluidos los niños…


�.	Estados Unidos reconoce la Agenda 2030 como un marco global para el desarrollo sostenible que puede ayudar a los países a trabajar en pos de la paz y la prosperidad mundiales…


�.	Véase nota de pie de página 1.


�.	Véase nota de pie de página 1.


�.	Véase nota de pie de página 1.


�.	Ibídem.


�.	ILDA forma parte de la iniciativa Open Data for Development (� HYPERLINK "https://www.idrc.ca/en/initiative/open-data-development" �OD4D�) como nodo regional para América Latina…


�.	Argentina, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, México, Panamá, Perú y Uruguay.


�.	Ver BID, 2016: Los Datos Abiertos en América Latina y el Caribe, Pg. 14, � HYPERLINK "https://publications.iadb.org/publications/spanish/document/Los-datos-abiertos-en-Am%C3%A9rica-Latina-y-el-Caribe.pdf" �https://publications.iadb.org/publications/spanish/document/Los-datos-abiertos-en-Am%C3%A9rica-Latina-y-el-Caribe.pdf� 


�.	Ver CEPAL, 2016, Panorama regional de los datos abiertos, � HYPERLINK "https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/40768/1/S1600967_es.pdf" �https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/40768/1/S1600967_es.pdf� 


�.	Numeral 20 del Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción” adoptado en la Octava Cumbre de las Américas, celebrada en Lima, Perú, en abril de 2018.





